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SALA SEGUNDA

Sección Cuarta
EXCMOS. SEÑORES:

Don Miguel- Rodrfguez-Plñero
y Bravo Ferrer

Don Alvaro Rodrfguez Bereijo
Don ,José Gabaldón López

- L -

0 037911r

Recurso  núm. :  2364/  1991

ASTNTO: Amparo promovido por

don Paolo Caval l  azzi  Gatt , i .

SOBRE: Sent,encla de la Sección

Tercera de la Audlencia Pro-

vincial de Madrld, eu€ deses-
t,ima el recurso de apelación

contra la dictada por el Juz-
gado de l-o Penal núm. 9 de Ma-

drid, €n delito de aproplación
indebida.

to

'  La Sección ha examinado eI

por don Paolo Cavallazzi Gatt i

recurso de amparo int,erpues-

I. _ AIUTECEDETüTES

1. El 23 de novienbre de 1991 se present,ó en eI ,Juzgado

de Guardia, con entrada en el- Registro General de este Tribunal

el 25 de novj-embre sigulente, por el Procurador de los Tribuna-

les don .losé Manuel Villasante Garcfa, demanda de amparo a nom-

bre de don Paolo Cavallazzi Gatt i ,  asist ido de1 Letrado don

Miguel Angel Auñón Auñón, contra l-a Sentencia de la Audiencia

Provincial de Madrid, de 23 de octubre dd LggL, dictarJa en re-

curso de apelación interpuesto contra la Sentencia del ,Juzgado
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de 1o Penal nr1m. 9 de Madrid, de I de jul io de i,99i.,  por ser
contrarlas a la tutela judicial efectlva y al principio de
iguafdad.

2. La demanda se basa en los siguient,es

a) El 24 de marzo de 1990 don paolo Cavallazzl Gat,ti
lnterpuso denuncia contra don Manuel Romero Benftez por 1a sus-
t,racclón de 1os muebles, propiedad deI primero, eü€ se encon-
traban en e1 interior de la vivienda que habfa sido a1qullada
aI denunclado, s i t ,a en la ca1le Monte Esquinza núm. 39, 6o G,
de Madrid.

Tal denuncia dio lugar a las dil igencias previas nr1m.
L480/ 1990 seguidas ante el  Juzgado de rnstrucción nr1m. 5,  en e1
cual se personaron el- denunclante como acusación part,lcular,
formulándose escrito de acusación por la misma, y el Mlnist,erio
Fiscal, colncidlendo ambos sustancialmente aI descrlbir el he*
cho.

La acusación particular calif icó los hechos como delito
de robo y el Fiscal como aproplaclón lndebida;

b) En 1a causa prestó t,estimonio e1 port,ero del
lnmuebre, €n fecha 24 de mayo de l-990, y luego en el juicio

atlrmó con seguridad completa que don Manuel Romero sustrajo
los muebles de los Sres. Cavallazzi. Manifestó que prestaba sus
servicios en el inmuebre desde Julio de 1981 y que tenfa que
acceder al lnterior de l_a vivj_enda, piso 6e G, de autos, cuando
ra habitaba eI matrimonio cavallazzj- y cuando se alqulló a don
Manuel Romero Benftez, ya que tenfa que regar las plantas de la
terraza en las ausenclas frecuentes de los primeros y, después,
der segundo. Afirma con seguridad compleLa que conocfa los mue-
bles que habfa antes y después del alquiler y que éstos eran
los mismos, propiedad de los Sres. Cavallazzi, habiendo compra-
do don Manuel Romero tan sólo algrln objeto decorativo.
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E1 portero declaró que don Manuel Romero Benftez proce-
dló a cargar todos 1os muebles propledad de los Sres.
cavallazzl en un camlón de mudanzas y se los l levó. Reconoció
que tales muebles eran los que se relacionaban en un inventarlo
anexo al contrato de arrendamiento que se le exhlbló y que, sln
duda, fueron 1os que se 1levó el Sr. Romero;

c) t,anbién testif icó en el Juiclo Doña Nleves Martfnez,
quien fue aslstenta de }os sres. cavallazzL y del sr. Romero,
lninterrumpidamente, en el citado piso de la calle Monte
Esquinza.

La misma declaró que los muebles que se relaclonaban
en el inventario que se re exhibió eran los que est,aban en la
casa cuando la habitaban los sres. cavallazzL y que siguieron
allf tras el alquiler a don Manuel Romero, También dljo que
mientras ella estuvo trabajando en la casa el sr. Romero no
compró más muebles;

1os

de

bre
que

d) en las Sentencias del Juzgado de lo penal nr1m. 9 de
de Madrid,  de I  de ju l io de 1991, y d€ Ia Sección Tercera

]a Audlencia Provincial de la mlsma capit.al, de 23 de octu-
slgulente, se absuelve al denunciado de los deU-tos de 1os
venfa acusado por el Ministerlo Fiscal y por el demandant,e

de amparo;

e) en la Sentencia de la Audiencia, además, s€ condena
aI ahora recurrente en amparo, dI abono de 1as costas.

3. La demanda se articula formalmente en torno a cuatro
motivos, relativo el prlmero a la quiebra de la tutela judicial

efect iva,  consistente,  s in ul ter ior  Just i f icación, eo no ha-
berse condenado por órganos judiciales intervinlentes al denun-
ciado de los deLitos de que venfa acusado.

En segundo lugar, idéntica quiebra habrfa t,enido 1ugar,



a .  

t , l

effiffi
TRIBUNAL

COIVSTIIUCf ONAL
-ff. rl{C.ry'r l*:..**'i

¿
t¡l-
a

é'6
c
@

E

o
e(É

4

I

0 0378055

toda vez que se ha producido una condena en costas, sin motj-va-
ción alguna, puesto que ha de señalarse por el órgano Judicial
que quiera imponer ta l  condena, a Iuz del  ar t , .  240.3 LECr,  ld
existencia por parte de1 querellante o actor civil de mala fe o
temerldad. Dado gue ninguna explicaclón se da en el apartado
deI fallo de la sent,encia de l-a Audiencia, €1 actor queda pri-
vado de conocer los motivos que han lmpulsado a dicho lrlbunal
a condenarJ.e en costas; máxime cuando t,ambién apeló la senten-
c1a de lnsLancia y acusó desde eI primer momento eI Mlnisterlo
F iscaL .

En tercer lugar, s€ aflrma que se vulnera la tutela ju-

dicial efectiva, err relación con el principio de lgua1dad, dI
condenar en costas exclusivamente al acusador partlcular y no
al- pr1bIico. EIlo no puede quedar cont,radicho porque Ia apela-
ción del Minlsterio Fiscal fuera adhesiva y no origlnaria, toda
vez que la STC L49/L988, 1as ha equiparado.

FinalmenEe, la representación considera gue una nueva
vulneraclón de Ia tutela judicial efectiva se produce desde el
momento en que la imposición en costas vict,imiza secundariamen-
te al ahora demandante de amparo. Vul,neraclón del derecho a l-a
tutela judiclal efect,lva de don Paolo Cavallazzi Gat,ti, recono-
cido en el  ar t .  24.L CE, por las sent,encias del  , Iuzgado de 1o
Penal y de la Audlencia repeti-das, al lmponerle Las costas, 10
que ha provocado una vlctimizaclón secundaria derivada del pro-

ceso y el incremento de los daños soporLados por el perJudicado

causados por la comisión del delito.

Concluye la demanda con el slguiente petltum:

"1e.-  Otorgar  e l  amparo a don Paolo Caval lazz i
Gat t i . -  2e. -  Anu1ar  las senLencias deLJuzgado
de 1o Penal núm. 9 de Madrid, de 8 de jul io de
L99L, y de Ia Audiencia Provincial de Madrid,
Secc ión  Te rce ra ,  de  23  de  oc tub re  de  1 -991 . -  3e . -
Ordenar que se dicte nueva sent,encia por eI Juz-
gado de 1o Penal y, alternativamente, por la Au-
diencia Provincial-, apreciando todos los elemen-
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tos probatorlos y particularment,e La testif ical
de don Alberto Garcfa Flores, de modo Iógico y
con arreglo al principio de l ibre vajloraclón de
la prueba, ponderando los derechos e lntereses
de Ia vfct,1ma, sln lmponer las costas a la parte
per judfcada.-  4a.-  En defecto de 1o anter lor ,
anular 1a condena en costas a Ia parte apelante
formulada por Ia Audlencla Provinclal de Ma-
dr id.-  5o.-  Reconocer el  derecho deI act ,or  a la
tu te la  jud ic ia l  e fec t i va . -  6e . -  Reconocer  e I  de-
recho del actor a no ser discriminado y recibir
un trato igual ante la Ley y en aplicaclón de la
Ley. - 7 e . - Se restablezca al recurrent,e en la
integrldad de sus derechos.

4.  La Sección, por provefdo de 20 de febrero de t992,
acordó conceder aI demandante y al Mj-nj.sterio Fiscal un término
común de dlez dlas,  ta l  como est,ablece eI  ar t .  50.  1 c)  LOTC,
para que alegaran sobre la posible falta de contenido constitu-
cional de Ia demanda.

5.  El  6 de marzo
este Tribunal evacuó el
fundamentación sobre la no
const i tucional  c i tó Ia STC

aI presente caso.

de t992 eI Ministerio Fiscal ante
precitado trámite. y como toda
manlfiesta carencia de contenido

L34/1990, por entenderLa apl icable

6. EI 7 de marzo siguiente,  la representación actora
presentó su escr l to de alegaciones.

Respecto a la quiebra de la tutela judlclal efectiva
que inputa a Ia doble absolución de 1a persona por é1 denun-
ciada, entlende que la misma radica en la irrazonabil idad de la
valoración de la prueba y eu€, siendo, como ha declarado est,e
Tribunal-, €1 juicio de razonabil idad una cuesti-ón susceptible
de control por parte del Tribunal Constitucional, rlo puede

afirmar Ia carencia de contenido en est,a vertiente de la deman-
da .

Por 1o que hace referencia a la condena en costas, se
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afirma Ia exist,encia de conteni-do const,ltucional en atención a
Ios siguientes puntos:

a) porque no se dieron los presupuest,os exigldos para
que pueda lmponerse las costas que prevé el art. 240.3 LECr -ni

era querellante o actor civil, Di mucho menos existió, Di se
declaró, mala fe o temeridad en su recurso-. La LECr no esta-
blece el criterio del vencimiento para Ia condena en costas,
que ha sido aplicado por Ia Audlencla ignorando el- precepto c1*
t,ado.

b) La desigualdad ante la aplicación de l-a Ley y falta
de tutela judicial se encuentra notoriament,e en que se lmpongan
l-as costas al Sr. Caval-lazzi y no al Fiscal, cudndo l-os dos
fueron recurrentes. No hay posible explicaclón razonable de
ell-o, más que el descuido de Ia Audiencla. La part,e actora cree
que no cabe duda respecto a que las partes apelant,e y Ia ape-
Lante por adheslón, t ienen una naturaleza equivalente. La lmpo-
sición de costas al Ministerio Fiscal no sólo es Jurfdicamente
posible, sino que sucede en Ia práctica; como ejemplo se aporta
la sentencla del Tribunal Supremo, Id de 26 de noviembre de
199'L.  Entonces ¿no hay infraccj-ón de los art ,s.  L4 y 24.L CE
cuando la Audlencla Provincial dispone que uno de los apelantes
pague const,as y el otro no, sin razonamiento ni expllcaclón al-
guna?.

Concluye solicitando Ia adnisión a t,rámite de los dos
mot,ivos de su demanda, o, subsidlariamente, eI referente a la
quiebra de la tutela judicial efectiva por Ia lnmotivada con-
dena en costas.

II. _ FT]NDAIITENTOS iIURÍDICOS
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1. A la vista del texto de la demanda y de las alega-
ciones vertj-das en eI trámite de admisión, tanto por el deman-
dante de amparo como por el Minfsterio Fj-scal, queda claro que
sólo la imposlclón en cost,as que ha sufrido presenta
lndlciarlamente contenldo const,ltuclonal bastante como para que
este Tribunal se pronuncie al respecto con una declslón sobre
el- fondo en forma de sentencia, es decir, sobre la presunta
quiebra de Ia tutela Judicial efectiva que elIo pudlera supo-
ner .

2. En camblo, la pretendida quiebra de Ia tutela Judi-
clal que la representación actora ve en que se haya decretado
Ia absoluclón de la persona que ella acusaba en el plelto pe-
nal de1 que eI presente recurso trae causa, carece de todo fun-
damento.

En efecto, la absolución de dicha persona ha sido acor-
dada, tras un julcio cuya leglt,imidad no se lmpugna en momento
alguno, por entenderse en dos instancias, que las pruebas pre-

sentadas eran insuflcientes para motivar una condena penal.

Dadg que las razones que dan Ios titulares de los órganos judi-

clales que han intervenido no parecen ni arbitrarias ni capri-
chosas, €s decir, no sj-endo fruto de mero decislonismo, resulta
de todo punt,o lnjust,ificado que por nuestra parte se enf,,re a
valorar 1a prueba pract,icada.

En méritos a 1o que ant,ecede, ld Sección acuerda u

1-o Admit,ir parcialmente a
por el Procurador D. ,José Manuel

de don Paolo Cavallazzi Gatt i ,  €rr

dena en cost,as impuesta;

trámite la demanda presentada

Villasante Garcfa, €rr nombre

el motlvo concernlent,e a con-

2e dirigir atenta comunicación a la Sección Tercera de
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Ia Audlencla Provincial de Madrld a fin de eü€, en er plazo que
no exceda de diez dfas, remita cert,lf icaclón o fotocopla
adverada de las actuaciones correspondlent,es al rollo de apela-
ción núm. 334/1991, €rr  v i r tud de la interpuest,a en eI  procedl-

miento Abreviado nrlm. 203/L9992, procedente del ,ruzgado de lo
Penal nún. 9 de Madrld, en el que recayó sentencia en 23 de oc-
tubrq  de  1991;

I

3e Emplazar previamente,

dfas pueda comparecer sl 1o desea
fender sus derechos, a don Manuel
referido procedimiento.

para que en el plazo de diez
en el recurso de amparo y de-

Romero Benftez, acusado en el

Madrid, siete de abrll de mil noveclentos novey'Ea y
dos.  1


